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25 de julio de 2017, provocó que la publicación 
de la correspondiente convocatoria se retrasase 
hasta finales del mes de junio”.

No obstante nos señalaban el esfuerzo realizado 
para que la demora producida fuera la mínima 
posible y para conseguir modificar el régimen de 
concesión de estas subvenciones:

“En dicho sentido, esta Consejería ha 
aprobado recientemente la Orden de 17 de 
octubre de 2018, por la que se aprueban las 
bases reguladoras para la concesión en régimen 
de concurrencia no competitiva, de ayudas 
para el alquiler de vivienda habitual a personas 
en situación de especial vulnerabilidad, con 
ingresos limitados y a jóvenes, en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, que se concederán 
mediante el procedimiento ordinario iniciado 
a solicitud de la persona interesada y se 
tramitarán en régimen de concurrencia no 
competitiva, ajustándose al Reglamento de los 
Procedimientos de Concesión de Subvenciones 
de la Administración de la Junta de Andalucía, 
aprobado por Decreto 282/2010, de 4 de mayo. 
La motivación de establecer un procedimiento 
de concurrencia no competitiva no es otro que 
la urgente y perentoria necesidad de conceder y 
abonar las ayudas en el menor tiempo posible, 

pues tienen como objeto atender la consecución de un derecho fundamental como es la vivienda, 
así como en que, teniendo en cuenta el resultado de anteriores convocatorias, es previsible que 
pueda atenderse a la totalidad de solicitudes presentadas que cumplan los requisitos exigidos. No 
obstante, se establecen criterios de priorización en la tramitación a fin de que puedan atenderse 
de manera preferente las solicitudes que correspondan a unidades de convivencia con menores 
ingresos, para lo que se clasifican en tres grupos, en función de dichos ingresos.

La experiencia de las convocatorias anteriores ha puesto de manifiesto la dificultad que han tenido 
las personas interesadas en la cumplimentación de formularios y en facilitar a la administración 
competente los datos requeridos con la adecuada precisión, lo que ha aconsejado obtener la 
información fundamental del solicitante, tanto documental como a través de otras plataformas 

de la administración, a la iniciación del procedimiento, a fin de que sea verificada en desde un 
primer momento. Por otra parte, el periodo subvencionable, que se iniciara, con carácter general, 
el primer mes del año en el que se convoquen las ayudas, podrá alcanzar hasta 36 mensualidades, 
en función del mantenimiento del cumplimiento de requisitos y del crédito presupuestario disponible 
de la convocatoria.

Asimismo se han realizado gestiones con la Consejería de Economía, Hacienda y Administración 
Pública para conseguir un refuerzo en el personal disponible, de manera que la apertura del nuevo 
plazo de presentación de solicitudes, no afecte la gestión de las ayudas de convocatorias anteriores.

Como quiera que a finales y primeros de 2018 estas ayudas estaban ya resueltas y pagadas o 
iniciándose su abono en todas las provincias andaluzas, excepto en las de Málaga y Sevilla, estamos a 
la espera de recibir nueva información sobre las causas de ello para emitir la resolución que proceda.

Salud y planeamiento urbanístico.
La necesaria evaluación del impacto en la salud de los instrumentos 
de planeamiento urbanístico.
Según la OMS, un 25 % de la carga mundial de morbilidad y el 23 % de todas las defunciones 
prematuras son consecuencia de factores ambientales.

El modelo de ciudad es un factor decisivo para garantizar la calidad de vida y el bienestar de la 
ciudadanía, tal y como pusimos de manifiesto en nuestro Informe Especial al Parlamento de 
Andalucía sobre Seguridad, Accesibilidad y Calidad Ambiental en los Espacios Peatonales de las 
Ciudades Andaluzas. De hecho, cada vez 
con más frecuencia vemos publicados 
trabajos y estudios en los que se pone 
de manifiesto la incidencia que el medio 
ambiente y el urbanismo tienen en el 
derecho constitucional y estatutario a la 
protección de la salud.

Es conocido que junto al factor biológico y 
genético, de un lado, y al sistema sanitario 
en su conjunto, de otro, los determinantes 
de la salud son el medio ambiente y el estilo 
de vida. El primero, por la incidencia que 

6160



·Resumen Informe Anual dPA 2018· ·05 Mejorar las normas·

los distintos tipos de contaminación poseen en la salud; el segundo, porque los hábitos saludables 
relacionados con el ejercicio, la alimentación, determinadas actividades, mejoran sensiblemente 
nuestra salud y expectativa de vida.

Tratándose de dos factores modificables, es evidente que unos poderes públicos y una sociedad 
dispuesta a utilizar los instrumentos urbanísticos y ambientales para luchar contra la contaminación 
y fomentar la incorporación de hábitos como los mencionados harán posible que la salud pública 
mejore sensiblemente.

De hecho, según la OMS, un 25 % de la carga mundial de morbilidad y el 23 % de todas las defunciones 
prematuras son consecuencia de factores ambientales. En lo que concierne a la región europea, los 
datos indican que un 20 % de la incidencia total de las enfermedades puede ser atribuida a factores 
ambientales, que afectan principalmente a los niños y a los grupos de población vulnerable.

Unos datos e información en torno a este problema que queda bien expuesto en la exposición de 
motivos la Ley 11/2013, de 23 de diciembre, de Salud Pública de Andalucía (en lo sucesivo LSPA).

Justamente a estas consideraciones obedece el que se incluyera en el Capítulo V, del Título II, sobre 
Las bases de la gobernanza en salud pública, la previsión de realizar, en determinados supuestos, 

una evaluación del impacto en salud, que permita valorar las influencias potenciales en ella de las 
políticas, programas y proyectos, en relación con los potenciales efectos en la salud de la población.

La competencia para esta evaluación de impacto en la salud corresponde a la Consejería de Salud 
siguiendo los requisitos y trámites establecidos en la norma, siendo preceptiva en los instrumentos 
de planeamiento urbanístico general y sus innovaciones y en los instrumentos de planeamiento de 
desarrollo que afecten a áreas urbanas socialmente desfavorecidas o que tengan especial incidencia 
en la salud humana.

Así las cosas, impulsamos de oficio la queja 18/2420, para conocer si se está llevando a cabo la 
evaluación del impacto en salud en el planeamiento urbanístico por la importancia que conlleva para 
la ciudadanía. en la que nos dirigimos a las Consejerías de Salud y de Medio Ambiente y Ordenación 
del Territorio, así como a la Federación Andaluza de Municipios y Provincias (FAMP), para conocer 
si los ayuntamientos están confeccionando y enviando el documento con la valoración del impacto 
en la salud que deben redactar con motivo de la tramitación de los planes urbanísticos, y si la propia 
Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio está elaborando el informe de evaluación 
en salud, tal y como es preceptivo.

En primer lugar, recibimos la respuesta de Salud que 
señalaba que deben distinguirse dos situaciones. A 
saber, los instrumentos de planeamiento general y sus 
innovaciones que afecten a la ordenación estructural, en 
los que la solicitud de informe de evaluación del impacto en 
la salud (EIS) corresponde a las comisiones provinciales de 
ordenación urbanística, y los instrumentos de planeamiento 
general y sus innovaciones que no afecten a la ordenación 
estructural e instrumentos de planeamiento de desarrollo, 
en los que la solicitud de informe EIS la realizan los 
ayuntamientos.

En el primer caso, se añadía que la administración sanitaria está siempre representada en las 
comisiones provinciales por lo que se vigila que el EIS haya sido confeccionado paralizando el 
procedimiento de aprobación del planeamiento en caso contrario ya que tiene carácter preceptivo 
y vinculante y en el segundo caso, se informaba que también se están confeccionando por los 
ayuntamientos y remitiendo a la Consejería de Salud los documentos citados.

En cualquier caso, se aclara que la consejería competente en materia de urbanismo debe emitir un 
informe preceptivo y vinculante en el que, entre otras cuestiones, se verifica el cumplimiento de los 
requisitos establecidos por lo que, en caso de ausencia de EIS, informa negativamente hasta que se 
subsana dicha deficiencia.

“Según la OMS, un 25 % 
de la carga mundial de 
morbilidad y el 23 % de 
todas las defunciones 

prematuras son 
consecuencia de factores 

ambientales”.
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Por último, se informaba que se está realizando una labor divulgativa de la importancia de evaluar el 
impacto en la salud en los instrumentos de planeamiento que se ha traducido en diversas reuniones 
con personal técnico de urbanismo que, además, ha participado en jornadas y conferencias al 
respecto.

Por su parte, la Consejería de Salud está elaborando el informe de evaluación en salud que establece 
como preceptivo la Ley de Salud Pública de Andalucía y se compartía nuestra preocupación sobre 
la conveniencia y necesidad que tienen las administraciones públicas de actuar con el objetivo de 
optimizar los factores modificables de salud a través, entre otros, de la generación de entornos 
saludables en nuestras poblaciones.

Las respuestas de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio y de la FAMP, en 
términos generales, vinieron a corroborar y confirmar los datos antes aportados por la Administración 
sanitaria. En conclusión, nos encontramos ante una situación positiva en la que las consejerías 
afectadas y los ayuntamientos, en el marco de sus competencias respectivas, están elaborando con 
carácter general los documentos preceptivos y vigilando que la evaluación del impacto en la salud 
en los instrumentos de planeamiento sea una realidad en pro de la salud de nuestra ciudadanía, 
cuya protección constituye un derecho constitucional y estatutario.

Alumnos con discapacidad.
Mejorando las normas de acceso del alumnado con discapacidad a 
la Formación Profesional.
La Formación Profesional constituye la enseñanza más demandadas por el alumnado con algún tipo 
de discapacidad: las estadísticas apuntan a que solo están representadas en algo más de un uno 
por ciento en los estudios universitarios de Grado, y el porcentaje es aún inferior cuando se trata de 
estudios de Máster y Doctorado.

Sin embargo, no existe una oferta suficientemente amplia y diversa en las enseñanzas formativas 
para atender a la totalidad de estos alumnos. Ello conlleva a que sea necesario establecerse un 
procedimiento para determinar quiétn tiene prioridad en el acceso a las plazas escolares en caso de 
que la demanda supere la oferta.

La Orden de 1 de junio de 2016, modificada por la Orden de 1 de junio de 2017, por la que se 
regulan los criterios y el procedimiento de admisión del alumnado en los centros docentes para 
cursar ciclos formativos de grado medio y de grado superior y formación profesional inicial, es la 
norma encargada de establecer el procedimiento para dirimir quien tiene preferencia en el acceso a 

la plaza. Conforme a esa Orden, las plazas se adjudican a los mejores expedientes académicos. En 
cambio, para quienes intenten acceder a este tipo de enseñanzas por el cupo reservado a personas 
con discapacidad o a deportistas de alto nivel, el procedimiento es distinto. Para estos dos colectivos 
el problema se resuelve mediante un sorteo público.

El sorteo público es una técnica que fue objeto de amplias críticas cuando se comenzó a utilizar en 
los procesos de escolarización. El fundamento de este rechazo se basaba en que la adjudicación por 
orden alfabético a partir de una letra al azar implicaba que tenían menos opciones de ser adjudicatario 
de las plazas escolares quienes tuvieran apellidos situados detrás de los más habituales. Tras varios 
procesos de mejora con la aplicación de variables matemáticas, ahora es un sistema plenamente 
aceptado.

Pero el sorteo es un sistema que tiene una finalidad concreta y definida que no es otra que dirimir 
las situaciones de empate. Es un criterio de desempate ante aspirantes en igualdad de condiciones.

Desde la Institución hemos expresado nuestro rechazo a que el sistema del sorteo público 
sea utilizado como criterio único para la adjudicación de plazas de Formación Porfesional a los 
alumnos con discapacidad o de alto nivel o rendimiento deportivo, obviando el criterio del 
expediente académico que es utilizado para 
el resto del alumnado. Y ello porque tomar en 
consideración el esfuerzo, su rendimiento y el 
trabajo realizado en cursos anteriores son los 
criterios más objetivos que se pueden utilizar 
a la par que supone un reconocimiento del 
trabajo del alumno.

Considerando lo expuesto anteriormente, 
hemos dirigido una sugerencia a la Consejería 
de Educación para que modifique la Orden de 
1 de junio de 2016, de modo que cuando no 
existan plazas suficientes para el alumnado 
que pretenda acceder a las plazas reservadas 
para alumnos afectados por discapacidad 
o deportistas de alto rendimiento o nivel, se 
tenga en cuenta el expediente académico de 
los aspirantes y no se atienda al resultado de 
un sorteo público.

Esta resolución ha sido aceptada y estamos 
realizando un seguimiento de su cumplimiento.

6564


	Salud y planeamiento urbanístico.

